ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Condena, accede. Caso muerte de ciudadanos y lesiones a otros en ataque guerrillero al municipio de Vigía del Fuerte / ATAQUE O TOMA GUERRILLERA - Al municipio de Vigía del Fuerte / DAÑOS CAUSADOS A LA POBLACIÓN CIVIL EN EL MARCO DEL CONFLICTO ARMADO - Condena a la Policía Nacional. Se demostró probatoriamente / DAÑO ESPECIAL - Muerte y lesiones a ciudadanos durante enfrentamiento militar entre agentes de policía y grupo guerrillero / DAÑO ESPECIAL - Título de imputación. Ataque o toma guerrillera: Anormalidad del daño
Recientemente esta Subsección, dentro de un caso similar al que ahora se analiza, consideró que en eventos como el presente, resulta irrelevante determinar la autoría del causante del daño para imputar responsabilidad al Estado, dada la magnitud anormal o especial del daño que da lugar a la reclamación resarcitoria, independientemente de la naturaleza del hecho que lo causó. (…) En consecuencia, acreditado como está que la muerte de (…) [los señores] y las lesiones padecidas por el señor (…) fueron causadas en momentos en que se presentaba una confrontación entre las Fuerzas del orden y un grupo subversivo, en concordancia con los pronunciamientos atrás citados, la Sala encuentra que resulta irrelevante determinar la autoría del causante del daño para imputar responsabilidad al Estado, toda vez que su declaratoria en estos precisos eventos solo exige que el daño se produzca en el marco de un enfrentamiento en el que estén involucradas las fuerzas estatales, aspecto que, al estar suficientemente probado en el proceso, impone a la Sala la necesidad de declarar la existencia de responsabilidad en cabeza de la Policía Nacional, por cuanto la obligación indemnizatoria que se deduce proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad y, por cuanto para la víctima injustamente afectada, el daño irrogado entrañó un claro rompimiento de las cargas públicas que normalmente debían soportar. 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR INCUMPLIMIENTO DE DEBER LEGAL - Niega respecto del Ejército Nacional

Debe destacar la Sala que no le asiste responsabilidad alguna al Ejército Nacional en el presente caso, teniendo en cuenta la información reportada por esta demandada, acerca de que no hizo presencia en el lugar de los hechos y lo afirmado unánimemente en los testimonios que vienen de relacionarse, sobre que el enfrentamiento se presentó entre los subversivos y la Policía Nacional, razones que permiten concluir que la primera de las mencionadas no tuvo incidencia en los hechos cuya reparación se demandó.
RECONOCE PERJUICIOS MORALES POR MUERTE / RECONOCE PERJUICIOS MORALES POR LESIONES
RECONOCE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE - Caso muerte de ciudadanos y lesiones a otros en ataque guerrillero
Toda vez que en la demanda no se solicitó reconocimiento alguno por concepto de daño emergente, la Sala se ocupará exclusivamente de analizar, de acuerdo con los elementos probatorios allegados al proceso, el reconocimiento y monto de la indemnización de perjuicios correspondientes al rubro de lucro cesante.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN A

Consejero ponente: HERNÁN ANDRADE RINCÓN
Bogotá, D.C., diecinueve (19) de noviembre de dos mil quince (2015).

Radicación: 05001-23-31-000-2002-01173-01(43153)
Actor: JORGE IROBO ASPRILLA Y OTROS 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL – POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida el 26 de octubre de 2011 por la Sala Cuarta de Descongestión del Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante la cual declaró probada la excepción de hecho determinante y exclusivo de un tercero y, en consecuencia, negó las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES

1.- LA DEMANDA Y SU TRAMITE.

Mediante escrito presentado el 22 de marzo de 2002
, por intermedio de apoderado judicial, los señores Jorge Irobo Asprilla en nombre propio y en representación de sus hijas menores de edad Lesty Yuranis y Leisy Janeth Irobo Caicedo; Si​mona Palacio y Casildo Caicedo, en nombre propio y en representación de su hija menor de edad Yirlean Caicedo Palacio;  Yenny Gerlaine Alzate Pérez en nombre propio y en representación de su hija menor de edad Laura Marcela Palacio Alzate;  Jovita Perea Guardia en nombre propio y en representación de su hija menor de edad Milena Rentería Perea; Ernesto Rojas Perea, Cesarea Moreno Perea, Regina Rentería Perea y Eugenia Rentería Perea; así como Jesús Antonio Soto Zapata, interpusieron  demanda en ejercicio de la acción de reparación directa en contra de la Nación  - Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Policía Nacional, con el fin de que se las declarara administrativa y patrimonialmente responsable por la totalidad de los perjuicios causados a los demandantes por la muerte de Nuria del Carmen Caicedo Palacio, Leidy Johana Irobo Caicedo, Jair Martínez Caicedo, Carlos Mario Palacio Valderrama, Eduardo Palomeque Perea y las lesiones padecidas por el señor Jesús Antonio Soto Zapata “como consecuencia directa del enfrentamiento armado que se produjo el 25 de marzo de 2000 entre la Fuerza Pública y un grupo  insurgente al margen de la ley, en el municipio de Vigía del Fuerte - Antioquia”.

Solicitaron los demandantes, consecuencialmente, que, a título de indemnización, se reconocieran por concepto de perjuicios morales, una suma equivalente a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de los demandantes. 
Pidieron, asimismo, se reconociera a favor de los señores Jorge Irobo Asprilla, Lesty Yuranis y Leisy Janeth Irobo Caicedo, Si​mona Palacio y Casildo Caicedo, por concepto de indemnización de perjuicios morales, una suma equivalente a seiscientos (600) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno, como consecuencia de la muerte de los menores Leidy Johana Irobo Caicedo y Jair Martínez Caicedo. 
Finalmente, se pidió en la demanda, se reconociera a favor de los demandantes, por concepto de indemnización de perjuicios materiales, los siguientes valores:

Para Lesty Yuranis y Leisy Janeth Irobo Caicedo, la suma de $ 25’048.721, para cada una, por la pérdida del valor económico que mensualmente les suministraba su madre, Nuria del Carmen Caicedo Palacio.  

Para Laura Marcela Palacio Alzate, la suma de $ 47’938.930, por la pérdida del valor económico que mensualmente le suministraba su padre, Carlos Mario Palacio Valderrama.  

Para Milena Rentería Pérez, la suma de $ 48’407.691, por la pérdida del valor económico que mensualmente le suministraba su hermano, Eduardo Palomeque Perea.

Para Jesús Antonio Soto Zapata, la suma de $ 13’234.163, por la pérdida parcial de su capacidad laboral. 

Para Jesús Antonio Soto Zapata, una suma equivalente a cuatro mil (4000) gramos de oro, por concepto de “perjuicios fisiológicos”. 

Como fundamentos de hecho de sus pretensiones narró la demanda, en síntesis, que el día 25 de marzo del 2000, hubo una incursión guerrillera en la población de Vigía del Fuerte -Antioquia, la cual llevó a un enfrentamiento armado entre los subversivos y los agentes de la Policía que se encontraban acantonados en la Estación de Policía de ese municipio.

Precisó la demanda, asimismo, que si bien el ataque iba dirigido a la Estación de la Policía Nacional, lo cierto es que ocasionó severas pérdidas humanas y materiales, entre ellas la muerte de Nuria del Carmen Caicedo Palacio, Leidy Johana Irobo Caicedo, Jair Martínez Caicedo, Carlos Mario Palacio Valderrama, Eduardo Palomeque Perea y lesiones al señor Jesús Antonio Soto Zapata. 
La demanda, así formulada, se admitió por auto de 18 de octubre de 2002
, providencia que se notificó en debida forma a las demandadas y al señor agente del Ministerio Público.

La Policía Nacional contestó oportunamente la demanda y se opuso a las pretensiones
. Indicó, en síntesis, que para la época de los hechos sus miembros hacía presencia en el municipio de Vigía del Fuerte, quienes de manera valiente soportaron el ataque injusto e ilegal recibido de los grupos alzados en armas. 

De igual manera, señaló que al no haberse presentado deficiencias en ese sentido, no podría predicarse una falla del servicio de la institución, puesto que se trataba de un ataque que escapaba del control de las autoridades públicas.

Formuló las excepciones de “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “El hecho exclusivo de un tercero” e “Inexistencia de responsabilidad”. 

Por su parte, el Ejército Nacional contestó la demanda y se opuso a todas y a cada una de las pretensiones
. Argumentó que para el día de los hechos la fuerza pública desplegó todo lo que estaba a su alcance para contrarrestar al menos los efectos del ataque subversivo. 
Agregó que los apoyos militares, el aislamiento y transporte de tropas no se hacían de forma improvisada, por lo tanto, era menester preparar y coordinar toda una operación para no incurrir en errores militares.

Finalmente, expresó que la demanda carecía de fundamento jurídico si se tenía en cuenta que el hecho dañoso era atribuible única y exclusivamente a un tercero, en este caso las Farc-EP. 
Mediante auto de 23 de junio de 2006
, el Tribunal Administrativo de Antioquia abrió el proceso a pruebas y, concluido el período probatorio, a través de providencia de 7 de febrero de 2008
 corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que, si lo consideraba pertinente, rindiera concepto de fondo. 

En sus alegatos, la parte demandante reiteró los argumentos expuestos en la demanda e indicó que, aunque el Esta​do no tuvo plena participación en los hechos que se debaten, sí tenía conocimiento previo de la incursión que finalmente se llevó a cabo sin que estuviera presente para defender y proteger a los actores en su honra y bienes ni mucho menos en su vida e integri​dad personal, de conformidad con los preceptos constitucionales y legales. 

Alegó, asimismo, que el actuar del Estado fue omisivo, al no disponer de la suficiente fuerza pública y de las medidas de seguridad eficientes para contrarrestar una eventual incursión, como la que ocurrió en el municipio de Vigía del Fuerte, con las consecuencias ya conocidas, no obstante –reiteró- haber tenido conocimiento previo de dicha situación
.
A su turno, la Policía Nacional insistió en los argumentos aducidos en la contestación de la demanda y manifestó que el ataque terrorista no era previsible por no haberse pedido protección y no existir ninguna circunstancia especial que permitiera prever su realización, además de resultar irresistible para la institución policial, teniendo en cuenta los medios reales de que disponía.  

Manifestó, igualmente, que existían suficientes pruebas para descartar la existencia de un da​ño especial, pues de conformidad con la jurisprudencia sólo compromete la responsabilidad patrimonial de la administración, cuando en ejercicio de sus competencias y obrando dentro del marco de las disposiciones legales, causa con su actuación un perjuicio de naturaleza especial y anormal a un administrado, lo que no aconteció por tratarse del hecho perpetrado por un tercero ajeno al Estado
. 


En esta oportunidad, el Ejército Nacional reiteró los argumentos aducidos en la contestación de la demanda y reafirmó que el presente caso se caracteriza por la orfandad probatoria en relación con las cir​cunstancias precisas del atentado terrorista, por lo cual puede decirse que la par​te actora no cumplió con la carga probatoria, esto es, no demostró la responsabilidad del Ejército Nacional en este asunto
.   

3. LA SENTENCIA APELADA.

Cumplido el trámite legal correspondiente, la Sala Cuarta de Descongestión del Tribunal Administrativo de Antioquia profirió sentencia el 26 de octubre de 2011, oportunidad en la cual declaró probada la excepción de hecho determinante y exclusivo de un tercero y, en consecuencia, negó las pretensiones de la demanda.

El Tribunal A quo encontró demostrado que la causación de los perjuicios no era responsabilidad de la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional - Ejército Nacional, puesto que -según consideró- los daños antijurídicos experimentados por los demandantes le eran imputables, por completo, a quien perpetró el ataque con el evidente propósito de afectar, debilitar o desestabilizar las instituciones democráticas sobre las cuales se encuentra edificado el Estado, esto es a los guerrilleros de las Farc-EP, quienes atacaron indiscriminadamente el municipio de Vigía del Fuerte. 

De otra parte, señaló que no obraban pruebas en el plenario que permitieran afirmar que la muerte de Nubia del Carmen Caicedo Palacio, Leidy Johana Irobo Martínez, Jair Martínez Caicedo, Carlos Mario Pa​lacio Valderrama y Eduardo Palomeque Perea, así como las lesiones del señor Jesús Antonio Soto, se debieron a una falla en la prestación del servicio imputable a las entidades demandadas, a menos que se hubiera probado, que dicho acto terrorista obedeció a la falta de medidas de seguridad de las au​toridades correspondientes, las cuales, a sabiendas de que éste podría llevarse a cabo, no hicieron nada por evitarlo y omitieron proteger a las personas afectadas, lo que –a su juicio- no se acreditó en el presente caso. 
4. EL RECURSO Y EL TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA. 

Inconforme con la anterior decisión, la parte demandante formuló recurso de apelación, el cual fue concedido mediante providencia del 3 de diciembre de 2011
 y admitido por esta Corporación por auto del 5 de marzo  de 2012
.
En la sustentación del recurso, la parte demandante manifestó su discrepancia para con el fallo de primera instancia, pues consideró que el a quo no tuvo en cuenta que si bien es cierto, los daños ocasionados a los demandantes fueron causados por un tercero, también lo era el hecho de que hubo una falla en el servicio por parte del Estado, puesto que a pesar de que la fuerza pública tenía conocimiento previo de la ocurrencia de la incursión guerrillera, no adoptaron las medidas de seguridad adecuadas para repeler la agresión, como lo puso de manifiesto la prueba testimonial recepcionada en el proceso.  

Del mismo modo señaló que no podía predicarse en el presente caso, que el hecho era imprevisible, ya que existían rumores de que el hecho violento iba a ocurrir, y de ello, eran conocedoras la Fuerza Pública, quien no tomó las medidas de seguridad pertinentes
. 

Posteriormente, mediante providencia de 29 de marzo de 2012
 se dio traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera su concepto.

La parte demandante reiteró en su integridad los argumentos contenidos  en el recurso de apelación e insistió en que el acto terrorista perpetrado en el municipio de Vigía del Fuerte el 25 de marzo de 2000 era previsible, en consideración a que las autoridades municipales y la fuerza pública conocían previamente que la guerrilla iba a incursionar en el pueblo, no obstante, no adoptaron las medidas pertinentes para que ello no ocurriera
.       
En sus alegatos, la Policía Nacional manifestó que en el caso bajo estudio, los hechos por cuya indemnización se demandó fueron perpetrados por terceros ajenos al Estado, razón por la que no le asistía ningún tipo de responsabilidad
.   

En su concepto, el Procurador Delegado, luego de referirse a los hechos materia de proceso y al acervo probatorio recaudado, manifestó que no compartía la decisión de fondo adoptada por el juez de primera instancia, por lo que solicitó que se accediera a las súplicas contenidas en la demanda, toda vez que, en el presente caso se demostró que el acto terrorista obedeció a la falta de medidas de seguridad de las autoridades correspondientes, las cuales, a sabiendas de que éste podría llevarse a cabo, no hicieron nada por evitarlo y omitieron proteger a las personas afectadas. 

Consideró que sumado a que el ataque era previsible, la presencia de los refuerzos en el lugar de los hechos se hizo de manera tardía, lo que evidencia –en su criterio- una falla del servicio.  
De otra parte, sostuvo que el ataque se dirigió en contra de la estación de policía, la cual por encontrarse ubicada en el perímetro urbano del municipio de Vigía del Fuerte, facilitó la muerte de civiles, tal como ocurrió con los familiares de los hoy demandantes.
Estimó que cabía igualmente la teoría del daño especial, el cual, según afirmó, no es más que la derivación de responsabilidad del Estado por los daños irrogados a los particulares cuando se ataca a sus servidores o a sus instalaciones
.   
El Ejército Nacional guardó silencio. 

La Sala, al no encontrar causal de nulidad alguna que pudiera invalidar lo actuado, procede a resolver de fondo el presente asunto sometido a su conocimiento. 

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.- COMPETENCIA.

La Sala es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por la Sala Cuarta de Descongestión del Tribunal Administrativo de Antioquia, el 26 de octubre de 2011, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, pues la mayor pretensión que se estimó en la demanda supera los quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes exigidos para la fecha de interposición del recurso (Ley 954 de 2005)
.
2.- EL EJERCICIO OPORTUNO DE LA ACCIÓN.

De conformidad con lo previsto en el artículo 136 del C.C.A., la acción de reparación directa deberá instaurarse dentro de los dos años contados a partir del día siguiente “del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos”.

La responsabilidad administrativa que se reclama en la demanda se deriva de los daños ocasionados a los demandantes, como consecuencia del ataque guerrillero que tuvo lugar el día 25 de marzo de 2000 y, comoquiera que la demanda se presentó el día 22 de marzo de 2002, resulta evidente que se interpuso dentro del término previsto por la ley. 

3.- EL MATERIAL PROBATORIO RECAUDADO EN EL EXPEDIENTE. 
Dentro de la respectiva etapa procesal y con el lleno de los requisitos legales se recaudaron en el proceso los siguientes elementos de convicción: 

a) Copia auténtica del registro civil de defunción de Nuria del Carmen Caicedo
, Leidy Johana Irobo Caicedo Palacios
 y Jair Martínez Caicedo
, según los cuales, su deceso se produjo el día 25 de marzo de 2000, en el municipio de Vigía del Fuerte – Antioquia. 
b) Copia auténtica del registro civil de defunción de Carlos Mario Palacio Valderrama, según el cual, su deceso se produjo el día 26 de marzo de 2000, en el municipio de Vigía del Fuerte – Antioquia
. 
c) Copia auténtica del registro civil de defunción de Eduardo Palomeque Perea, según el cual, su deceso se produjo el día 26 de marzo de 2000, en el municipio de Vigía del Fuerte – Antioquia
.
d) Copias auténticas de las certificaciones de 13 de marzo de 2002 expedida por la Personera Municipal de Vigía del Fuerte, quien da cuenta que Nuria del Carmen Caicedo
, Leidy Johana Irobo Caicedo Palacios
 y Jair Martínez Caicedo
, fallecieron el día 25 de marzo de 2000, en Vigía del Fuerte, “víctimas de masacre por motivos ideológicos y políticos en el marco del conflicto armado interno.  
e) Copia auténtica de la certificación de 7 de abril de 2001 expedida por el Alcalde del municipio de Vigía del Fuerte
, quien da cuenta de que la muerte del señor Carlos Mario Palacio Valderrama, ocurrió en “la toma guerrillera del municipio de Vigía del Fuerte los días 25 y 26 de marzo de 2000. 
f) Copia auténtica de la certificación de 1 de diciembre de 2000
 expedida por la Personera Municipal de Vigía del Fuerte, quien da cuenta de que Carlos Mario Palacio Valderrama falleció el día 25 de marzo de 2000, en Vigía del Fuerte, “víctima de masacre por motivos ideológicos y políticos en el marco del conflicto armado interno”.  
g) Copia auténtica de la certificación de 4 de octubre de 2000 expedida por el Comandante Departamento de Policía Chocó
, quien da cuenta de la muerte de Carlos Mario Palacio Valderrama, ocurrida el día 25 de marzo de 2000, en Vigía del Fuerte, en los siguientes términos (se cita el texto tal cual aparece en el expediente):

“El suscrito Comandante de Policía Chocó, hace constar que en la toma al municipio de Vigía del Fuerte el 25 de marzo de 2000 por parte de las FARC fue muerto el comerciante Carlos Mario Palacio Valderrama, quien fue vilmente asesinado por el bloque Noroccidental de las FARC que opera en esa zona, el mencionado cumplía la actividad de abarrotes y suministros alimenticios, donde estos delincuentes saquearon y destruyeron totalmente su propiedad; sus despojos mortales fueron sepultados en la ciudad de Medellín, donde le mencionado dejó una viuda de nombre Yenny Gerlaine Alzate Pérez y una huérfana de nombre Laura Marcela Palacio Alzate de tres años de edad. Así mismo informo que el municipio de Vigía del Fuerte pertenece políticamente al Departamento de Antioquia, pero policialmente pertenece al Departamento del Chocó”.  
h) Copia auténtica de la certificación de 13 de marzo de 2002
 expedida por la Personera Municipal de Vigía del Fuerte, quien da cuenta que Eduardo Palomeque Perea falleció el día 26 de marzo de 2000, en Vigía del Fuerte, “víctima de masacre por motivos ideológicos y políticos en el marco del conflicto armado interno”.  
i) Copia auténtica de la certificación de 13 de marzo de 2002
 expedida por el Alcalde del municipio de Vigía del Fuerte, en los mismos términos de la prueba anterior.

j) Copia auténtica de la certificación de 1 de diciembre de 2000
 expedida por el Personero Municipal de Vigía del Fuerte, quien da cuenta que Carlos Mario Palacio Valderrama falleció el día 25 de marzo de 2000, en Vigía del Fuerte, “víctima de masacre por motivos ideológicos y políticos en el marco del conflicto armado interno”.  
k) Copia simple de la historia clínica de la atención médica prestada al señor Jesús Antonio Soto Zapata en el Hospital Pablo Tobón Uribe
, de la cual resultan pertinentes y legibles para el caso las siguientes anotaciones allí efectuadas (se transcribe el texto tal cual aparece en el expediente):  
  “Atención de urgencias: 28/03/00

Motivo de la consulta: Paciente remitido de Vigía del Fuerte con Dx. de lesión hepática. Hace dos días fue víctima de un enfrentamiento militar. Lesionado por esquirlas a nivel de hemicuerpo derecho. Refiere dolor lumbar. 

Refiere que hace tres días en un atentado guerrillero, al explotar una granada, sufrió múltiples heridas en hipocondrio derecho”.

l) Copia auténtica del oficio 02917 JOA-FACDJ-365 de 21 de diciembre de 2006
, por el cual el Comandante de la Fuerza Aérea Colombiana, informó al Tribunal a quo que no efectuó apoyo aéreo al municipio de Vigía del Fuerte  - Antioquia el 25 de marzo de 2000. 

m) Copia auténtica del Oficio COMAN-ESVIF de 10 de enero de 2008
, por el cual el Comandante de la Estación de Policía de Vigía del Fuerte, informó al Tribunal a quo que no encontró antecedente alguno sobre los hechos acaecidos el 25 de marzo de 2000, “pues todos los documentos fueron destruidos a causa del ataque subversivo perpetrado por el grupo subversivo de las Farc-EP”.  

n) Recortes de prensa sobre cuatro artículos periodísticos de los periódicos “El Colombiano” titulados “Vigía, reducido a cenizas” y “El Estado llegó tarde a Vigía” y, del periódico “El Tiempo” titulados “Ataque de Farc a machete y fuego” y “Fue obra de locos” de fechas 28 y 29 de marzo de 2000
, en los que se hace alusión a los hechos ocurridos el 25 de marzo de la misma anualidad, en los que el grupo subversivo de las Farc-EP hostigó el municipio de Vigía del Fuerte
.

Al respecto, sobre los informes periodísticos y recortes de prensa, los lineamientos del precedente de la Sección Tercera han indicado que la información que aparece en los artículos de prensa podrá ser valorada como una prueba documental que da cuenta únicamente de la existencia de la información y que la noticia fue publicada, sin que constituya por sí sola un medio idóneo que acredite la veracidad y autenticidad de su contenido
.

Estos medios probatorios, de conformidad con la decisión de la Sala Plena de la Corporación del 29 de mayo de 2012
 no tienen, por sí mismos, la suficiente entidad para probar la veracidad del contenido de la información divulgada, por lo que su eficacia probatoria descansa en el vínculo de conexidad que acredite con otros elementos probatorios obrantes en el plenario. En consecuencia, “(…) cualquier género periodístico que relate un hecho (reportajes, noticias, crónicas, etc), en el campo probatorio puede servir solo como un indicador para el juez, quien a partir de ello, en concurrencia con otras pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso, podría llegar a constatar la certeza de los hechos”. 
Así las cosas, la Sala procederá a valorar probatoriamente los informes periodísticos y recortes de prensa y dilucidará si existe un nexo o vínculo de la divulgación del hecho con los demás medios de prueba obrantes en el proceso, de modo que se puedan tener por ciertos los hechos narrados en los respectivos medios de comunicación
. 

o) Quince (15) fotografías
 de  los que, según el libelo introductorio, eran la estación de policía, las viviendas y los establecimientos de comercio destruidos por efecto de los hechos ocurridos el 25 de marzo de 2000 en el municipio de Vigía del Fuerte, sin embargo, del material fotográfico acopiado al expediente no resulta  posible determinar su origen ni el lugar o la fecha en el que fueron tomadas. En estas condiciones, no puede atribuírseles valor probatorio a tales documentos fotográficos ya que no existe certeza que las imágenes que allí se registran correspondan a los daños causados en el referido municipio
.

“Las fotografías o películas de personas, cosas, predios, etc., sirven para probar el estado de hecho que existía en el momento de ser tomadas, de acuerdo con la libre crítica que de ellas haga el juez; pero cómo es posible preparar el hecho fotográfico o filmado, es indispensable establecer su autenticidad mediante la confesión de la parte contraria o de testigos presentes en aquel instante o que hayan formado parte de la escena captada o intervenido en el desarrollo posterior del negativo o por el examen del negativo por peritos o por un conjunto fehaciente de indicios; cumplido este requisito, como documentos privados auténticos, pueden llegar a  constituir plena prueba de hechos que no requieran por ley un medio diferente; si falta, tendrá un valor relativo libremente valorable por el juez, según la credibilidad que le merezcan y de acuerdo con su contenido, las circunstancias que pudieron ser obtenidas y sus relaciones con las demás pruebas (…) También son un valioso auxiliar de la prueba testimonial, cuando el testigo reconoce en la fotografía a la persona de la cual habla o el lugar o la cosa que dice haber conocido; en estos casos, el testimonio adquiere mayor verosimilitud. Los Códigos de Procedimiento Civil y Penal colombianos lo autorizan”
. 
p) Declaración rendida ante el Tribunal a quo por el señor José Iván Patiño Castillo
, quien declaró que se encontraba presente en la toma guerrillera ocurrida en el municipio de Vigía del Fuerte en el mes de marzo de 2000; agregó que la toma guerrillera se había anunciado y que los rumores se incrementaban cuando en el verano bajaba el nivel del río, lo que facilitaba la presencia de la guerrilla por los terrenos aledaños al municipio; que todas las autoridades eran conocedoras de que la toma guerrillera en Vigía del Fuerte iba a ocurrir.
Adicionalmente manifestó que el ataque fue repelido solamente por la Policía Nacional que estaba en el comando de Vigía del Fuerte, puesto que el Ejército Nacional y los refuerzos de la institución policial aparecieron dos (2) días después.
Finalmente, manifestó que hubo desigualdad de condiciones en la toma guerrillera que se presentó en Vigía del Fuerte en marzo de 2000, dado que por parte de la Policía Nacional solamente había 24 o 26 miembros peleando contra 600 hombres de la guerrilla, quienes además portaban armas no convencionales.

q) Ramiro Romaña González
, relató que se encontraba presente en Vigía del Fuerte en el momento en que ocurrió la toma guerrillera el 25 de marzo de 2000. De igual forma, aseguró que, días antes de la toma guerrillera se escucharon rumores de que la guerrilla se iba a meter en el pueblo, circunstancias que era de conocimiento de las autoridades públicas, no obstante, lo cual, no se enviaron refuerzos, hecho que solo ocurrió al día siguiente, 26 de marzo de 2000, cuando ya la guerrillera se había retirado del pueblo. 

Declaró, también, que el enfrentamiento se presentó entre la Policía Nacional y la guerrilla. Por último, al ser preguntado sobre si la confrontación entre la Policía Nacional se presentó en igualdad de condiciones, manifestó que no, dado que se trataba de un número reducido de policiales contra más o menos tres frentes, quienes lanzaron cilindros y bombas, entre otros artefactos.        
4.- CONCLUSIONES PROBATORIAS Y CASO CONCRETO. 

Establecida la existencia del daño antijurídico por cuya indemnización se demandó, esto es la muerte de Nuria del Carmen Caicedo Palacio, Leidy Johana Irobo Caicedo, Jair Martínez Caicedo, Carlos Mario Palacio Valderrama, Eduardo Palomeque Perea y las lesiones padecidas por el señor Jesús Antonio Soto Zapata en hechos ocurridos el 25 de marzo de 2000, aborda la Sala el análisis de su imputación con el fin de determinar si en el presente asunto dicho daño le puede ser atribuido a las demandadas y, por tanto, si es deber jurídico de éstas resarcir los perjuicios que del mismo se derivan y, en consecuencia, si la sentencia apelada debe ser confirmada o no.  

En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración, es pertinente poner de presente que esta Sala, en sentencia de 19 de abril de 2012
, unificó su posición en el sentido de indicar que, en lo que se refiere al derecho de daños, el modelo de responsabilidad estatal que adoptó la Constitución de 1.991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte las razones tanto fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción de lo contencioso administrativo ha dado cabida a la utilización de diversos “títulos de imputación” para la solución de los casos propuestos a su consideración, sin que esa circunstancia pueda entenderse como la existencia de un mandato que imponga la obligación al juez de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas –a manera de recetario- un específico título de imputación
.

Ahora bien, según lo ha venido sosteniendo la parte demandante a lo largo de la presente acción, la muerte de Nuria del Carmen Caicedo Palacio, Leidy Johana Irobo Caicedo, Jair Martínez Caicedo, Carlos Mario Palacio Valderrama, Eduardo Palomeque Perea y las lesiones padecidas por el señor Jesús Antonio Soto Zapata se habrían producido como consecuencia de la falla en el servicio, en que habría incurrido la entidad demandada “al no disponer de la suficiente fuerza pública y de las medidas de seguridad eficientes para contrarrestar una eventual incursión, como la que ocurrió en el municipio de Vigía del Fuerte, con las consecuencias ya conocidas, no obstante haber tenido conocimiento previo de dicha situación”.
A lo cual agregó en el recurso de apelación que, “si bien es cierto, los daños ocasionados a los demandantes fueron causados por un tercero, también lo era el hecho de que hubo una falla en el servicio por parte del Estado, puesto que a pesar de que la fuerza pública tenía conocimiento previo de la ocurrencia de la incursión guerrillera, no adoptaron las medidas de seguridad adecuadas para repeler la agresión, como lo puso de manifiesto la prueba testimonial recepcionada en el proceso”.  
No empero, la visión que animó el planteamiento de la parte actora, ha de decirse con toda claridad que resulta imposible para la Sala prohijarla para entender demostrada la responsabilidad deprecada a título de falla en el servicio en este caso, como quiera que, con el material probatorio allegado al expediente no es posible determinar que las demandadas hubieran tenido conocimiento de la inminencia del ataque a que se contraen los hechos de la demanda y que, a pesar de ello, no hubiesen tomado medidas para prevenirlo o enfrentar el hecho de manera diferente, así como tampoco se demostró la ocurrencia de alguna conducta reprochable a lo largo de  su actuar en este episodio.

Ciertamente no se acreditó en el proceso la configuración de una conducta omisiva o descuidada y, por ello, reprochable en cabeza de las demandadas, dada la especial naturaleza de ese tipo de ataques -de suyo- sorpresivos y pocas veces predecibles, debiéndose resaltar que en este caso nada distinto a esas circunstancias se probó en el proceso.

No obstante lo que se deja dicho, la imposibilidad de encuadrar la responsabilidad bajo el título mencionado no impide a la Sala analizar el presente asunto bajo otras ópticas, como la del daño especial, pues ciertamente se encuentra acreditado que el daño por el cual se reclama tuvo lugar en el marco de la confrontación que se dio entre miembros de la Policía Nacional acantonada en el municipio de Vigía del Fuerte y un grupo subversivo.    
Este fundamento de responsabilidad, debe anotarse, tiene su elemento esencial determinante en la magnitud “anormal o especial” del daño que da lugar a la reclamación resarcitoria, independientemente de la naturaleza del hecho que lo causa. Así lo explicó esta Corporación en sentencia del año 1949, que hoy se reitera:

“El Estado en ejercicio de su soberanía puede en veces afectar los derechos de los particulares, pero si esa afectación es igual para todos los individuos que se encuentran en las mismas condiciones no hay violación de la justicia distributiva que justifique jurídicamente la responsabilidad. Es por tanto característica de la responsabilidad del Estado que el daño sea especial, lo que ocurre según Bonnard, cuando en una categoría dada de individuos, colocados en una misma situación, el daño no afecta sino a uno o algunos de ellos, pues si todos los que se hallen en estas situaciones son o pueden ser afectados por el daño, el individuo se encuentra en presencia de una carga pública, como lo son, por ejemplo: los inconvenientes normales de vecindad que todo propietario debe soportar por el hecho de las propiedades vecinas. El daño debe ser, por tanto excepcional y anormal, porque la responsabilidad no proviene de la naturaleza del hecho que cause el daño, sino del carácter singular o excepcional del daño ocasionado”
 (negrilla fuera de texto).

Por fuerza de las razones que se dejan destacadas es por lo que la Sección siempre ha sostenido el carácter excepcional y residual de esta teoría, en tanto sólo resulta aplicable a eventos que, de analizarse a la luz de los regímenes comunes de responsabilidad, culminarían en un fallo absolutorio, pero, a la vez, notoriamente inicuo. En efecto, así lo explicó la Sección en fallo de 1989:

“Esta teoría se aplica de manera excepcional y por equidad, precisamente porque es subsidiaria, de modo que ha de recurrirse a ella tan sólo en eventos en los que el caso concreto examinado no logre su encasillamiento dentro de los otros regímenes de responsabilidad y se aprecie por el sentenciador que esa ausencia de tipicidad, si así puede decirse, comporta vulneración injustificada del principio de equidad”
.

En circunstancias fácticas similares a las hoy tratadas, la Sección ha utilizado este fundamento de imputación para declarar la responsabilidad estatal, por entender que el daño se atribuye al Estado teniendo en cuenta que si bien el enfrentamiento entre las fuerzas del orden y los delincuentes puede resultar legítimo, la víctima no tiene por qué soportar los perjuicios sufridos en tales circunstancias, independientemente de quién los haya causado. Bajo tal temperamento razonó en  sentencia de 7 de abril de 1994
, en la que dijo:

“Así las cosas, la Sala concluye que no hay prueba que permita establecer quién disparó el arma que lesionó a la menor.  La confusión que se presentó en el enfrentamiento donde hubo fuego cruzado, no permite saber si fue la Policía o la guerrilla la que lesionó a la menor, sin que exista la posibilidad de practicar una prueba técnica sobre el proyectil por cuanto éste salió del cuerpo de la menor.  Pero lo que sí no ofrece ninguna duda es que la menor sufrió un daño antijurídico que no tenía por qué soportar, en un enfrentamiento entre fuerzas del orden y subversivos y si bien es cierto aquellas actuaron en cumplimiento de su deber legal, la menor debe ser resarcida de los perjuicios sufridos por esa carga excepcional que debió soportar; por consiguiente, la decisión correcta fue la tomada por el a - quo, en virtud de la cual accedió parcialmente a las súplicas de la demanda”.

En síntesis, con lo que se deja visto hasta aquí, puede afirmarse que el Consejo de Estado, ha entendido que la teoría del daño especial tiene su fundamento en la equidad, puesto que existen eventos en los cuales deberá el Estado entrar a reparar los perjuicios sufridos por los individuos pese a que ningún reproche merezca su actuación, siempre que el daño ostente características de anormalidad y especialidad. Así lo expuso la Sección Tercera en sentencia de 28 de octubre de 1976
 cuando dijo:

“Es que la responsabilidad sin falta, por daño especial, encuentra su respaldo en la equidad que campea como espíritu general de la Constitución y tiene especial repercusión en los artículos 30 y 33 de dicho estatuto, constitutivos de principios generales de derecho público interno, suficiente para configurar la responsabilidad. El Estado ha cumplido, pero la Nación, tributaria de aquel y destinatario de los resultados de su gestión, se ha beneficiado a costa del desmesurado, anormal e imprevisible daño sufrido por uno de los administrados y, por equidad, debe concurrir a compensar el daño causado”(negrillas fuera de texto). 

De igual manera, en sentencia de 8 de agosto de 2002, con ponencia del Magistrado Ricardo Hoyos Duque, se afirmó
:

“En síntesis, son imputables al Estado los daños sufridos por las víctimas cuando éstos excedan los sacrificios que se imponen a todos las personas y en su causación interviene una actividad estatal.

“En este régimen el hecho del tercero exonerará de responsabilidad a la administración sólo cuando sea causa exclusiva del daño, es decir, cuando éste se produzca sin ninguna relación con la actividad administrativa. Pero no la exonerará cuando el daño se cause en razón de la defensa del Estado ante el hecho del tercero, porque si bien esa defensa es legítima, el daño sufrido por las víctimas ajenas a esa confrontación es antijurídico, en cuanto éstas no tenían el deber jurídico de soportar cargas superiores a las que se imponen a todos los demás asociados. 

“Y todo esto sin importar quién sea el autor material del daño que se cause durante la confrontación, es decir, si durante un enfrentamiento armado entre agentes estatales y un grupo al margen de la ley, por ejemplo, se causa una lesión a un particular ajeno a esa confrontación, para efectos de establecer la responsabilidad del Estado no es necesario que la lesión haya sido causada por uno de sus agentes” (Negrillas fuera de texto).

Tales razones llevaron a que la Sección, hacia el año 2007, nuevamente trajera la visión del daño especial en su original acepción y la aplicara al caso que tuvo lugar cuando una granada lanzada por delincuentes contra agentes de la policía nacional, infortunadamente terminó en la casa de habitación de una menor a la que causó graves lesiones. Así se  razonó en aquella providencia
:

“… En el presente caso la imputación de responsabilidad se realiza con fundamento en el daño especial, que, como se extrae de lo antes expuesto, asienta su validez en valores y principios constitucionales que han sido aplicados en reiteradas y variadas ocasiones por la jurisprudencia de esta corporación. 

“El resarcimiento de los perjuicios, en aplicación de los principios de igualdad y solidaridad, debe correr a cargo del Estado, pues fue como producto de su actividad legal y legítima que Angélica M. Osorio sufrió el daño. Daño que se entiende desproporcionado en relación con las cargas que normalmente deben asumir otros ciudadanos que se encuentran en su situación y que, por consiguiente, arroja como resultado la necesidad de reequilibrar las cargas públicas.

“En adición, debe establecerse con total claridad que para el caso no resulta relevante que la granada, de acuerdo con el único testigo que observó la acción, fuera lanzada por los sujetos al margen de la ley y no por los miembros de la Policía Nacional, pues la rigurosidad debida en el análisis jurídico impone a la Sección la obligación de apreciar la situación en contexto
. Así, una visión desarticulada de lo ocurrido podría guiar a la conclusión de que se trata de un daño fruto del hecho de un tercero; sin embargo, esta posición asimilaría situaciones completamente diferentes para efectos de determinar la responsabilidad del Estado; verbigracia, tendrían la misma consecuencia el hecho que nos ocupa y aquella situación en donde un particular con intención de dañar a otro particular, y sin que medie en el más mínimo detalle la acción del Estado, lanza una granada al interior de la casa o pone un bomba al frente de ésta. En este caso se sufre un daño antijurídico, que por consiguiente debe ser resarcido, pero el título de imputación no conduce al Estado, pues es claro que este evento no contó con su intervención.

“Por el contrario, el análisis de la situación planteada hace imposible obviar que el daño es consecuencia de la operación policial que se estaba desarrollando, haciendo que el resultado de la imputación cambie respecto del ejemplo propuesto. No podría contraponerse el argumento del hecho de un tercero o de la causa extraña, pues un análisis funcional de lo ocurrido exige situar el lanzamiento de la granada por parte del sujeto al margen de la ley dentro de la acción de persecución y enfrentamiento de la delincuencia realizada por los agentes de la Policía Nacional, es decir, dentro del funcionamiento del servicio…

“… En resumen, el utilizar el daño especial como criterio de imputación en el presente caso implica la realización de un análisis que, acorde con el art. 90 Const., tome como punto de partida el daño antijurídico que sufrió la niña Angélica María Osorio; que asuma que el daño causado, desde un punto de vista jurídico y no simplemente de las leyes causales de la naturaleza, se debe entender como fruto de la actividad lícita del Estado; y, que, por consiguiente, concluya que es tarea de la administración pública, con fundamento en el principio de solidaridad interpretado dentro del contexto del Estado Social de Derecho, equilibrar nuevamente las cargas que, como fruto de su actividad, soporta en forma excesiva uno de sus asociados, alcanzando así una concreción real el principio de igualdad…

“….Esta reparación igualitaria, en cuanto responsabilidad del Estado, es reforzada en su razón de ser por la solidaridad, valor que debe animar el actuar del Estado colombiano, no sólo por su calidad de Social –y por ende redistributivo-, sino además porque el constituyente ratificó este carácter al consagrar en el Art. 1º a la solidaridad como uno de los valores fundantes del Estado, lo que ha sido reconocido por la jurisprudencia del Consejo de Estado”. 

Recientemente esta Subsección
, dentro de un caso similar al que ahora se analiza, consideró que en eventos como el presente, resulta irrelevante determinar la autoría del causante del daño para imputar responsabilidad al Estado, dada la magnitud anormal o especial del daño que da lugar a la reclamación resarcitoria, independientemente de la naturaleza del hecho que lo causó. En este sentido se dijo:

“En consecuencia, acreditado como está que la muerte del señor Fonseca Cantor fue causada por un instrumento explosivo, en momentos en que se presentaba una confrontación entre las Fuerzas del orden y un grupo de indigentes del sector de El Cartucho, en concordancia con los pronunciamientos atrás citados, la Sala encuentra que resulta irrelevante determinar la autoría del causante del daño para imputar responsabilidad al Estado, toda vez que su declaratoria en estos precisos eventos solo exige que el daño se produzca en el marco de un enfrentamiento en el que estén involucradas fuerzas estatales, aspecto que al estar suficientemente probado en el proceso, impone a la Sala la necesidad de declarar la existencia de responsabilidad estatal en cabeza de la demandada, por cuanto la obligación indemnizatoria que se deduce, proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad
 y, por cuanto para la víctima injustamente afectada, el daño irrogado entrañó un claro rompimiento de las cargas públicas que normalmente debían soportar.” 
En consecuencia, acreditado como está que la muerte de Nuria del Carmen Caicedo Palacio, Leidy Johana Irobo Caicedo, Jair Martínez Caicedo, Carlos Mario Palacio Valderrama, Eduardo Palomeque Perea y las lesiones padecidas por el señor Jesús Antonio Soto Zapata fueron causadas en momentos en que se presentaba una confrontación entre las Fuerzas del orden y un grupo subversivo, en concordancia con los pronunciamientos atrás citados, la Sala encuentra que resulta irrelevante determinar la autoría del causante del daño para imputar responsabilidad al Estado, toda vez que su declaratoria en estos precisos eventos solo exige que el daño se produzca en el marco de un enfrentamiento en el que estén involucradas las fuerzas estatales, aspecto que, al estar suficientemente probado en el proceso, impone a la Sala la necesidad de declarar la existencia de responsabilidad en cabeza de la Policía Nacional, por cuanto la obligación indemnizatoria que se deduce proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad y, por cuanto para la víctima injustamente afectada, el daño irrogado entrañó un claro rompimiento de las cargas públicas que normalmente debían soportar. 
Ahora bien, debe destacar la Sala que no le asiste responsabilidad alguna al Ejército Nacional en el presente caso, teniendo en cuenta la información reportada por esta demandada, acerca de que no hizo presencia en el lugar de los hechos y lo afirmado unánimemente en los testimonios que vienen de relacionarse, sobre que el enfrentamiento se presentó entre los subversivos y la Policía Nacional, razones que permiten concluir que la primera de las mencionadas no tuvo incidencia en los hechos cuya reparación se demandó.   
En ese mismo sentido, frente al hecho de un tercero, propuesto como eximente de responsabilidad y que sirvió de base al a quo para negar las pretensiones de la demanda, ha de reiterar la Sala, como consecuencia de todo lo anteriormente expresado, que no aparece configurada en este caso por cuanto la declaratoria de responsabilidad que recae en la entidad demandada no parte de la determinación del causante del daño, -fuerzas estatales o miembros de los grupos alzados en armas-, en consideración a que en el caso concreto la prueba testimonial puso de presente que se presentó una confrontación armada entre estas dos fuerzas, sino que proviene –como se dijo- del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad.

De conformidad con lo anterior, se procederá a revocar la sentencia de primera instancia y a estudiar la indemnización de perjuicios de conformidad con el petitum de la demanda y de lo probado en el proceso.
6.- INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS. 

Los demandantes reclamaron, dentro del contenido de la demanda, los siguientes perjuicios: 

· MUERTE DE NURIA DEL CARMEN CAICEDO PALACIO
6.1.- PERJUICIOS MORALES.

Los demandantes solicitaron que por concepto de indemnización de perjuicios morales se condenara al pago del equivalente en pesos a 300 salarios mínimos legales mensuales, a favor de cada uno.  

En el presente caso, se decretarán perjuicios morales tasados en salarios mínimos mensuales vigentes para los demandantes, esto es para Lesty Yuranis Irobo Caicedo (hija)
, Leisy Janeth Irobo Caicedo (hija)
, Si​mona Palacio (madre)
, Casildo Caicedo (padre)
, Yirlean Caicedo Palacio (hermana)
 comoquiera que obran los registros civiles que dan cuenta de la relación de parentesco que los vincula con la víctima directa.

Con la simple acreditación de la relación de parentesco con los registros civiles de nacimiento, se presume que tanto los padres, hijos y hermana de la víctima fatal sufrieron un perjuicio de orden moral, derivado de la pérdida de su hija, madre y hermana. En efecto, la simple acreditación de tal circunstancia, para los eventos de perjuicios morales reclamados por padres, hijos, hermanos, padres y nietos, cuando alguno de estos haya muerto o sufrido una lesión, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta Política
, permite presumir, que el peticionario ha sufrido el perjuicio solicitado.  

Ahora bien, respecto del señor Jorge Irobo Asprilla, quien dijo acudir en calidad de compañero permanente, demostró ese hecho con la declaración que rindieron ante el Tribunal A quo los señores Ramiro Romaña González
 y Elsa Doris Alvarez Pino
, quienes aseguraron que lo reconocían como el compañero permanente y en sus declaraciones coincidieron en manifestar la relación de convivencia y afecto existente entre aquél y la señora Nuria del Carmen Caicedo Palacio, así como el profundo dolor, tristeza y desilusión que les produjo la muerte de su compañera. La Sala da crédito a estos testimonios y, por lo tanto, tendrá a este demandante como compañero permanente de la señora Nuria del Carmen Caicedo Palacio para efectos del reconocimiento de la indemnización de los perjuicios morales. 
Así las cosas, como en el sub judice se presenta el perjuicio en su mayor magnitud, habrá lugar a reconocer, a título de daño moral, las sumas de dinero establecidas a continuación, para cada uno de los demandantes, así:  
	Jorge Irobo Asprilla (Compañero permanente)
	100 SMMLV

	Lesty Yuranis Irobo Caicedo (hija) 
	100 SMMLV

	Leisy Janeth Irobo Caicedo (hija)
	100 SMMLV

	Si​mona Palacio (madre) 
	100 SMMLV

	 Casildo Caicedo (padre)
	100 SMMLV

	Yirlean Caicedo Palacio (hermana) 
	50 SMMLV


6.2.- PERJUICIOS MATERIALES:  

Toda vez que en la demanda no se solicitó reconocimiento alguno por concepto de daño emergente, la Sala se ocupará exclusivamente de analizar, de acuerdo con los elementos probatorios allegados al proceso, el reconocimiento y monto de la indemnización de perjuicios correspondientes al rubro de lucro cesante a favor de Lesty Yuranis y Leisy Janeth Irobo Caicedo.

Por concepto de indemnización de perjuicios materiales se solicitó en la demanda la suma de $ 25’048.721 para cada uno de los menores Lesty Yuranis y Leisy Janeth Irobo Caicedo, derivados de la pérdida de la ayuda económica que le brindaba su madre, la señor Nuria del Carmen Caicedo Palacio, suma que deberá ser actualizadas a la fecha de la presente sentencia, aplicando la fórmula que se presenta a continuación, tomando como índice inicial el correspondiente al 22 de marzo de 2002 (fecha de presentación de la demanda), y como índice final, el vigente a la fecha de esta providencia.

Ra =   Rh             
 índice final 

                                   
 índice inicial 

Ra =   $25’048.721         123.77

                                        68.58

Ra  =   $45’206.768,71

Ahora bien, debe destacar la Sala que no obra en el expediente prueba que indique el desempeño de profesión o labor alguna por parte de la señora Nuria del Carmen Caicedo Palacio de la cual puedan derivarse el valor de sus ingresos, no empero, los testigos Ramiro Romaña González y Elsa Doris Alvarez Pino, son coincidentes en afirmar que se  dedicaba a las labores del hogar.

En relación con el reconocimiento de lucro cesante por el fallecimiento de amas de casa, la Sala ha manifestado:

“Sobre esta reclamación -que corresponde más exactamente a una modalidad de daño emergente consolidado y futuro, por cuanto se trata de gastos, sumas de dinero que han salido o saldrán del patrimonio del demandante-, resulta necesario observar que si bien la labor de ama de casa no es un trabajo remunerado, por cuanto la mujer normalmente lo desempeña como una actividad propia de su condición de madre y esposa y porque se trata de su hogar y de su familia, y por lo tanto actúa movida por sentimientos de afecto y responsabilidad, lo cierto es que cuando ella falta, esas labores en todo caso deben ser realizadas por otra persona, que generalmente no lo hará en forma gratuita sino que cobrará un salario, el cual corresponderá por lo menos al mínimo legal; ya la Sala tuvo oportunidad de pronunciarse sobre el valor económico de las labores del ama de casa, en un evento en el cual fue precisamente ella la víctima directa del daño, al quedar totalmente incapacitada; en tal ocasión, se dijo
:

“Sin embargo, no podría desconocer que también se afirmó que la lesionada, siendo madre de cinco (5) hijos, se dedicaba a las labores propias de ama de casa, lo que constituye sin lugar a dudas un ingreso en especie en las finanzas del hogar.

El estado físico tan precario en que quedó la actora como consecuencia de la intervención de que fue objeto, traducido en la parálisis que según el peritazgo determinó una incapacidad del 100% de su actividad laboral, lleva consigo la consecuencia lógica de su indemnización, por cuanto el no poder atender los oficios domésticos de su casa por el resto de su vida, implica que debe contratar a una persona que los realice y no se puede negar que en el desarrollo normal de vida dichos oficios tienen que darse, puesto que la preparación de alimentos, cuidado de los vestidos, limpieza de la casa son básicos en el diario acontecer, razón por la cual, para la Sala, hay fundamento suficiente para reconocer dicho rubro, y lo hará sobre el quantum del salario mínimo legal, porque si bien es cierto que no es éste el que generalmente se paga a una empleada doméstica, ello radica en que se le proporciona alimentación y vivienda, que se consideran parte del salario en especie.  Más aun cuando debe tenerse en cuenta que en el caso de autos queda sin indemnización la atención y cuidado prodigados al esposo e hijos de una parte, y de otra que la propia lesionada al no poder valerse por sí misma necesita de una persona que la ayude hasta en sus mínimas necesidades fisiológicas”
.

En consecuencia, se procede a liquidar el lucro cesante, observando los parámetros jurisprudenciales que sobre liquidación de perjuicios ha establecido la Sala, teniendo en cuenta, que la señora Nuria del Carmen Caicedo Palacio falleció el 25 de marzo de 2000, de conformidad con el registro civil de defunción allegado por la parte demandante en la demanda; y en tercer lugar, el período que le falte a las hijas de la víctima para cumplir 25 años de edad.

Cabe aclarar, que se liquidará la indemnización con fundamento en el salario mínimo legal vigente para el presente año, en consideración a que resulta superior al salario mínimo vigente para la época de los hechos, por razones de equidad. 

De conformidad con lo anterior, procederá la Sala a liquidar las indemnizaciones debida y futura, de la siguiente manera:

Ra = Es el ingreso percibido por la señora Nuria del Carmen Caicedo Palacio, actualizado a valor presente de acuerdo con la fórmula aceptada por la jurisprudencia ($644.350)
, incrementado en un 25% por concepto de prestaciones sociales ($161.087,5), arroja un monto de $805.437,5; a esta cifra se le descontará un 25%, el cual se presume que la víctima destinaba para su propia subsistencia ($192.500). De esta manera se tiene que el salario base de liquidación es de $604.078,2. 

Esta suma final se dividirá en dos partes iguales, esto es, en $302.039,1 cada una, la cual  se tendrá como base para calcular la indemnización a favor de las 2 hijas de la víctima.

· PARA LESTY YURANIS IROBO CAICEDO (HIJA)
Indemnización debida o consolidada

S = Ra (1 + i)n - 1


i


Dónde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual actualizado que equivale a $302.039,1  

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período de la indemnización: desde el día de ocurrencia del hecho: 25 de marzo de 2000 hasta la fecha de la sentencia, esto es, 187.01 meses.

S= $302.039,1   (1 + 0.004867)187.01 - 1
 


0.004867 

S= $91.802.277,82 

Indemnización futura o anticipada 

Para la liquidación de la indemnización futura o anticipada que corresponde al período comprendido entre el día siguiente de la fecha de esta sentencia y la fecha en que Lesty Yuranis Irobo Caicedo cumpla los 25 años – 26 de noviembre de 2023 -  teniendo en cuenta que para la fecha de esta providencia tiene 16 años, 11 meses y 3 días, de manera que el período a indemnizar corresponde a 96,09 meses. 

S = Ra (1 + i)n - 1
 
i(1 + i)n

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $302.039,1  

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 96,09  
S = Ra (1 + i)n - 1
 
i(1 + i)n
S = $302.039,1  (1 + 0.004867) 96,09 - 1 


   0.004867 (1+0.004867)96,09 

S= $23’137.221,5

TOTAL PERJUICIOS MATERIALES LESTY YURANIS IROBO CAICEDO: CIENTO CATORCE MILLONES NOVECIENTOS TREINTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS NOVENTA Y NUEVE PESOS CON TREINTA Y DOS CENTAVOS ($ 114’939.499,32)
No obstante, debido a que en la demanda se limitó la pretensión por concepto de indemnización de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, a la suma de $ 25’048.721, que una vez actualizada arrojó la suma de $ 45’206.768,71, debe decir la Sala que será esta la suma que se reconocerá, pues de lo contrario, se incurriría en un fallo ultrapetita, en consideración al carácter rogado de la jurisdicción contencioso administrativa, sin que, en todo caso, una interpretación integral de la demanda permita reconocer una suma superior.   

· LEISY JANETH IROBO CAICEDO (HIJA):
Indemnización debida o consolidada

S = Ra (1 + i)n - 1


i


Dónde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual actualizado que equivale a $302.039,1  

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período de la indemnización: desde el día de ocurrencia del hecho: 25 de marzo de 2000 hasta la fecha de la sentencia, esto es, 187.01 meses.

S= $302.039,1   (1 + 0.004867)187.01 - 1
 


0.004867 

S= $91.802.277,82 

Indemnización futura o anticipada 

Para la liquidación de la indemnización futura o anticipada que corresponde al período comprendido entre el día siguiente de la fecha de esta sentencia y la fecha en que Leisy Janeth Irobo Caicedo cumpla los 25 años – 28 de enero de 2025 -  teniendo en cuenta que para la fecha de esta providencia tiene 15 años, 9 meses y 1 día, de manera que el período a indemnizar corresponde a 110,09 meses. 
S = Ra (1 + i)n - 1
 
i(1 + i)n

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $302.039,1  

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 110,09  
S = Ra (1 + i)n - 1
 
i(1 + i)n
S = $302.039,1  (1 + 0.004867) 110,09 - 1 


   0.004867 (1+0.004867)110,09 

S= $25’694.901,17

TOTAL PERJUICIOS MATERIALES LEISY JANETH IROBO CAICEDO: CIENTO DIECISIETE MILLONES CUATROCIENTOS NOVENTA Y SIETE MIL CIENTO SETENTA Y OCHO PESOS CON NOVENTA Y NUEVE CENTAVOS ($117’497.178,99)
No obstante, debido a que en la demanda se limitó la pretensión por concepto de indemnización de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, a la suma de $ 25’048.721, que una vez actualizada arrojó la suma de $ 45’206.768,71, debe decir la Sala que será esta la suma que se  reconocerá, pues de lo contrario, se incurriría en un fallo ultrapetita, en consideración al carácter rogado de la jurisdicción contencioso administrativa, sin que, en todo caso, una interpretación integral de la demanda permita reconocer una suma superior.   
· MUERTE DE LEIDY JOHANA IROBO CAICEDO
7.1.- PERJUICIOS MORALES.

También deprecan que por concepto de indemnización de perjuicios morales se condenara al pago del equivalente en pesos a 300 salarios mínimos legales mensuales, a favor de cada uno, en consideración al “trauma psíquico” que alegan haber sufrido con ocasión de la muerte de la menor Leidy Johana Irobo Caicedo.

En el presente caso, se decretarán perjuicios morales tasados en salarios mínimos mensuales vigentes para los demandantes, esto es para Jorge Irobo Asprilla (padre)
, Lesty Yuranis Irobo Caicedo
 (hermana), Leisy Janeth Irobo Caicedo
 (hermana), Si​mona Palacio
 (abuela), Casildo Caicedo
 (abuelo), comoquiera que obran los registros civiles que dan cuenta de la relación de parentesco que los vincula con la víctima directa.

Con la simple acreditación de la relación de parentesco con los registros civiles de nacimiento, se presume que tanto el padre, hermanas y abuelos de la víctima fatal sufrieron un perjuicio de orden moral, derivado de la pérdida de su hija, hermana y nieta. En efecto, la simple acreditación de tal circunstancia, para los eventos de perjuicios morales reclamados por padres, hijos, hermanos, padres y nietos, cuando alguno de estos haya muerto o sufrido una lesión, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta Política
, permite presumir, que el peticionario ha sufrido el perjuicio solicitado.  

Así las cosas, como en el sub judice se presenta el perjuicio en su mayor magnitud, habrá lugar a reconocer, a título de daño moral, las sumas de dinero establecidas a continuación, para cada uno de los demandantes, así:  
	Jorge Irobo Asprilla (padre)
	100 SMMLV

	Lesty Yuranis Irobo Caicedo (hermana) 
	50 SMMLV

	Leisy Janeth Irobo Caicedo (hermana)
	50 SMMLV

	Si​mona Palacio (abuela) 
	50 SMMLV

	 Casildo Caicedo (abuelo)
	50 SMMLV


7.2.- PERJUICIOS MATERIALES:  

No se solicitaron en ninguna de sus modalidades. 

· MUERTE DE JAIR MARTÍNEZ CAICEDO
8.1.- PERJUICIOS MORALES.

También deprecan que por concepto de indemnización de perjuicios morales se condenara al pago del equivalente en pesos a 300 salarios mínimos legales mensuales, a favor de cada uno, en consideración al “trauma psíquico” que alegan haber sufrido con ocasión de la muerte del menor Jair Martínez Caicedo.

En el presente caso, se decretarán perjuicios morales tasados en salarios mínimos mensuales vigentes para los demandantes, esto es para Lesty Yuranis Irobo Caicedo
 (hermana), Leisy Janeth Irobo Caicedo
 (hermana), Si​mona Palacio
 (abuela), Casildo Caicedo
 (abuelo), comoquiera que obran los registros civiles que dan cuenta de la relación de parentesco que los vincula con la víctima directa.

Con la simple acreditación de la relación de parentesco con los registros civiles de nacimiento, se presume que tanto las hermanas y abuelos de la víctima fatal sufrieron un perjuicio de orden moral, derivado de la pérdida de su hermano y nieto. En efecto, la simple acreditación de tal circunstancia, para los eventos de perjuicios morales reclamados por padres, hijos, hermanos, padres y nietos, cuando alguno de estos haya muerto o sufrido una lesión, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta Política
, permite presumir, que el peticionario ha sufrido el perjuicio solicitado.  

Ahora bien, respecto del señor Jorge Irobo Asprilla, quien dijo acudir en calidad de padre del menor Jair Martínez Caicedo, por tratarse de su hijo de crianza, demostró ese hecho con la declaración que rindieron ante el Tribunal A quo los señores Ramiro Romaña González
 y Elsa Doris Alvarez Pino
, quienes aseguraron que lo reconocían como el padre y en sus declaraciones coincidieron en manifestar la relación de convivencia y afecto existente entre aquel y el menor Jair Martínez Caicedo, así como el profundo dolor, tristeza y desilusión que les produjo la muerte de su hijo de crianza. La Sala da crédito a estos testimonios y, por lo tanto, tendrá a este demandante como tercero afectado para efectos del reconocimiento de la indemnización de los perjuicios morales. 
Así las cosas, como en el sub judice se presenta el perjuicio en su mayor magnitud, habrá lugar a reconocer, a título de daño moral, las sumas de dinero establecidas a continuación, para cada uno de los demandantes, así:  
	Jorge Irobo Asprilla (padre)
	100 SMMLV

	Lesty Yuranis Irobo Caicedo (hermana) 
	50 SMMLV

	Leisy  Janeth Irobo Caicedo (hermana) 
	50 SMMLV

	Si​mona Palacio (abuela) 
	50 SMMLV

	 Casildo Caicedo (abuelo)
	50 SMMLV


8.2.- PERJUICIOS MATERIALES:  

No se solicitaron en ninguna de sus modalidades. 

· MUERTE DE CARLOS MARIO PALACIO VALDERRAMA.
9.1.- PERJUICIOS MORALES.

Los demandantes solicitaron que por concepto de indemnización de perjuicios morales se condenara al pago del equivalente en pesos a 300 salarios mínimos legales mensuales, a favor de cada uno.  

En el presente caso, se decretarán perjuicios morales tasados en salarios mínimos mensuales vigentes para Laura Marcela Palacio Alzate
, comoquiera que obra el registro civil que da cuenta de la relación de parentesco que la vincula con la víctima directa.

Con la simple acreditación de la relación de parentesco con los registros civiles de nacimiento, se presume que la hija de la víctima fatal sufrió un perjuicio de orden moral, derivado de la pérdida de su padre. En efecto, la simple acreditación de tal circunstancia, para los eventos de perjuicios morales reclamados por padres, hijos, hermanos, padres y nietos, cuando alguno de estos haya muerto o sufrido una lesión, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta Política
, permite presumir, que el peticionario ha sufrido el perjuicio solicitado.  

Ahora bien, respecto de la señora Yenny Gerlaine Alzate Pérez, quien dijo acudir en calidad de compañera permanente, demostró ese hecho con la declaración que rindieron ante el Tribunal A quo los señores Jaime Alejandro Parra Patiño
 y José Iván Patiño Castillo
, quienes aseguraron que la reconocían como la compañera permanente y en sus declaraciones coincidieron en manifestar la relación de convivencia y afecto existente entre aquélla y el señor Carlos Mario Palacio Valderrama, así como el profundo dolor, tristeza y desilusión que les produjo la muerte de su compañero. La Sala da crédito a estos testimonios y, por lo tanto, tendrá a esta demandante como compañera permanente del señor Carlos Mario Palacio Valderrama para efectos del reconocimiento de la indemnización de los perjuicios morales. 
Así las cosas, como en el sub judice se presenta el perjuicio en su mayor magnitud, habrá lugar a reconocer, a título de daño moral, las sumas de dinero establecidas a continuación, para cada uno de los demandantes, así:  
	Laura Marcela Palacio Alzate (hija)
	100 SMMLV

	Yenny Gerlaine Alzate Pérez (compañera permanente) 
	100 SMMLV


9.2.- PERJUICIOS MATERIALES:  

Solicitaron, asimismo, se reconociera a favor de la menor Laura Marcela Palacio Alzate, por concepto de indemnización de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, la suma de $ 47’938.930, derivados de la pérdida de la ayuda económica que le brindaba su padre, el señor Carlos Mario Palacio Valderrama, suma que deberá ser actualizadas a la fecha de la presente sentencia, aplicando la fórmula que se presenta a continuación, tomando como índice inicial el correspondiente al 22 de marzo de 2002 (fecha de presentación de la demanda), y como índice final, el vigente a la fecha de esta providencia.

Ra =   Rh             
 índice final 

                                   
 índice inicial 

Ra =   $47’938.930         123.77

                                        68.58

Ra  =   $86’517.955,17

Ahora bien, debe destacar la Sala que, si bien se encuentra acreditado con fundamento en las pruebas documentales y testimoniales que el señor Carlos Mario Palacio Valderrama se desempeñaba como comerciante y que por dicho concepto percibía una utilidad económica de la cual derivaba tanto su sustento, como el de su hija, lo cierto es que esas pruebas no arrojan certeza de cuál era el monto concreto que obtenía la víctima, razón por la cual se liquidará la indemnización con fundamento en el salario mínimo legal del presente año, en consideración a que resulta superior al salario mínimo legal establecido para la época de los hechos,  lo cual se hace por razones de equidad, tal como la jurisprudencia de esta sección lo tiene establecido. 

De conformidad con lo anterior, procederá la Sala a liquidar las indemnizaciones debida y futura, de la siguiente manera:

S = Ra x (1+ i)n - 1 

 

i

En donde,

S = Es la indemnización a obtener;

Ra = Es el ingreso percibido por el señor Carlos Mario Palacio Valderrama, actualizado a valor presente de acuerdo con la fórmula aceptada por la jurisprudencia ($644.350)
, incrementado en un 25% por concepto de prestaciones sociales ($161.087,5), arroja un monto de $805.437,5; a esta cifra se le descontará un 25%, el cual se presume que la víctima destinaba para su propia subsistencia ($192.500). De esta manera se tiene que el salario base de liquidación es de $604.078,2. 

Indemnización debida o consolidada

S = Ra (1 + i)n - 1


i


Dónde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual actualizado que equivale a $604.078,2.  

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período de la indemnización: desde el día de ocurrencia del hecho: 25 de marzo de 2000 hasta la fecha de la sentencia, esto es, 187.01 meses.

S= $604.078,2    (1 + 0.004867)187.01 - 1
 


0.004867 

S= $183’607.291,11 

Indemnización futura o anticipada 

Para la liquidación de la indemnización futura o anticipada que corresponde al período comprendido entre el día siguiente de la fecha de esta sentencia y la fecha en que Laura Marcela Palacio Alzate cumpla los 25 años – 20 de mayo de 2022 -  teniendo en cuenta que para la fecha de esta providencia tiene 18 años, 5 meses y 9 días, de manera que el período a indemnizar corresponde a 78,07 meses. 

S = Ra (1 + i)n - 1
 
i(1 + i)n

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $302.039,1  

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 78,07  
S = Ra (1 + i)n - 1
 
i(1 + i)n
S = $604.078,2   (1 + 0.004867) 78,07 - 1 


     0.004867 (1+0.004867)78,07 

S= $39’157.127,38

TOTAL PERJUICIOS MATERIALES LAURA MARCELA PALACIO ALZATE: DOSCIENTOS VEINTE DOS MILLONES SETECIENTOS SESENTA Y CUATRO MIL CUATROCIENTOS DIECIOCHO PESOS CON CUARENTA Y NUEVE CENTAVOS ($ 222’764.418,49)
No obstante, debido a que en la demanda se limitó la pretensión por concepto de indemnización de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, a la suma de $ 47’938.930, que una vez actualizada arrojó la suma de $ 86’517.955,17, debe decir la Sala que será esta la suma que se  reconocerá, pues de lo contrario, se incurriría en un fallo ultrapetita, en consideración al carácter rogado de la jurisdicción contencioso administrativa, sin que, en todo caso, una interpretación integral de la demanda permita reconocer una suma superior.   

· MUERTE DE EDUARDO PALOMEQUE PEREA.
10.1.- PERJUICIOS MORALES.

Los demandantes solicitaron que por concepto de indemnización de perjuicios morales se condenara al pago del equivalente en pesos a 300 salarios mínimos legales mensuales, a favor de cada uno.  

En el presente caso, se decretarán perjuicios morales tasados en salarios mínimos mensuales vigentes para Jovita Perea Guardia (madre)
, Milena Rentería Perea (hermana)
, Regina Rentería Perea (hermana)
, Eugenia Rentería Perea (hermana)
, Ernesto Rojas Perea (hermano)
 y Cesarea Moreno Perea (hermana)
, comoquiera que obran los registros civiles que da cuenta de la relación de parentesco que los vincula con la víctima directa.

Con la simple acreditación de la relación de parentesco con los registros civiles de nacimiento, se presume que la madre y hermanos de la víctima fatal sufrieron un perjuicio de orden moral, derivado de la pérdida de su hijo y hermano. En efecto, la simple acreditación de tal circunstancia, para los eventos de perjuicios morales reclamados por padres, hijos, hermanos, padres y nietos, cuando alguno de estos haya muerto o sufrido una lesión, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta Política
, permite presumir, que el peticionario ha sufrido el perjuicio solicitado.  

Así las cosas, como en el sub judice se presenta el perjuicio en su mayor magnitud, habrá lugar a reconocer, a título de daño moral, las sumas de dinero establecidas a continuación, para cada uno de los demandantes, así:  
	Jovita Perea Guardia (madre)
	100 SMMLV

	Milena Rentería Perea (hermana) 
	50 SMMLV

	Regina Rentería Perea (hermana)
	50 SMMLV

	Eugenia Rentería Perea (hermana)
	50 SMMLV

	Ernesto Rojas Perea (hermano)
	50 SMMLV

	Cesarea Moreno Perea (hermana)
	50 SMMLV


10.2.- PERJUICIOS MATERIALES:  

Solicitaron, asimismo, se reconociera a favor de la menor Milena Rentería Perea, por concepto de indemnización de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, la suma de $ 48’407.691, derivados de la pérdida de la ayuda económica que le brindaba su hermano, Eduardo Palomeque Perea, no obstante, se negará la indemnización solicitada, pues, revisado el material probatorio, encuentra la Sala que si bien obra el testimonio de la señora Olga María Palacio de Moya
, quien manifestó que “El ayudaba mucho a MILENA, la hermana menor”, el mismo no es prueba suficiente para encontrar demostrada su dependencia económica respecto de aquél, a lo que se debe agregar que la menor Milena Rentería Perea acudió al proceso representada por su madre, señora Jovita Perea Guardia, de quien no se menciona estaba en imposibilidad de proveerle su sustento económico, sin que en todo caso, el referido testigo explique en qué consistía la ayuda que afirmó le dispensaba el señor Eduardo Palomeque Perea, en su condición de hermano.   
· LESIONES DE JESÚS ANTONIO SOTO ZAPATA
11.1.- PERJUICIOS MORALES.

El señor Jesús Antonio Soto Zapata solicitó, que, a título de indemnización por los perjuicios morales a él causados, se reconociera una suma equivalente a 300 salarios mínimos legales mensuales. 

Ahora bien, acerca de los daños causados por las lesiones que sufre una persona, resulta necesario precisar que si bien éstas pueden dar lugar a la indemnización de perjuicios morales, su tasación dependerá, en gran medida, de la gravedad y entidad de las mismas, pues hay situaciones en las cuales éstas –las lesiones sufridas-, son de tal magnitud que su ocurrencia alcanza a tener una entidad suficiente para alterar el curso normal de la vida o de las labores cotidianas de una persona, por manera que la cuantificación de los perjuicios morales que se causen en virtud de unas lesiones personales, se definirá en cada caso por el juez, en proporción al daño sufrido y a las circunstancias particulares de las causas y consecuencias de la lesión. 

De igual forma, resulta claro que la tasación de este perjuicio, de carácter extrapatrimonial, dada su especial naturaleza, no puede ser sino compensatoria, por lo cual, corresponde al juzgador, quien con fundamento en su prudente juicio debe establecer, en la situación concreta, el valor que corresponda, para lo cual debe tener en cuenta las circunstancias, la naturaleza, la gravedad de las lesiones sufridas y sus secuelas, de conformidad con lo que se encuentre demostrado en el proceso.

Así pues, es lo común, lo esperable y comprensible, que los seres humanos sientan tristeza, depresión, angustia, miedo y otras afecciones cuando ven disminuidas su salud y sus facultades físicas, tal y como ocurrió en el sub lite, pues, de conformidad con lo probado en el proceso, se tiene que con ocasión de la confrontación armada, el señor Jesús Antonio Soto Zapata sufrió múltiples heridas en hipocondrio derecho, que le dejó como consecuencias una lesión hepática, todo lo cual le produjo, sin duda, una afección moral que debe ser indemnizada y, en consecuencia, se ordenará el pago de 70 SMLMV a su favor.
11.2.- PERJUICIOS POR DAÑO A LA SALUD. 

Se solicitó en la demanda por concepto de indemnización de “perjuicios fisiológicos” a favor del señor Jesús Antonio Soto Zapata, una suma equivalente a cuatro mil (4000) gramos de oro.  

En relación con el perjuicio fisiológico, hoy denominado daño a la salud, derivado de una lesión a la integridad física del señor Jesús Antonio Soto Zapata, la Sala reitera la posición acogida en las sentencias 19.031 y 38.222, ambas del 14 de septiembre 2011
, en las cuales se precisó:  

“De modo que, el ‘daño a la salud’ –esto es el que se reconoce como proveniente de una afectación a la integridad psiocofísica– ha permitido solucionar o aliviar la discusión, toda vez reduce a una categoría los ámbitos físico, psicológico, sexual, etc., de tal forma que siempre que el daño consista en una lesión a la salud, será procedente determinar el grado de afectación del derecho constitucional y fundamental (artículo 49 C.P.) para determinar una indemnización por ese aspecto, sin que sea procedente el reconocimiento de otro tipo de daños (v.gr. la alteración de las condiciones de existencia), en esta clase o naturaleza de supuestos. 

Se reconoce de este modo una valoración del daño a la persona estructurado sobre la idea del daño corporal, sin tener en cuenta categorías abiertas que distorsionen el modelo de reparación integral. Es decir, cuando la víctima sufra un daño a la integridad psicofísica sólo podrá reclamar los daños materiales que se generen de esa situación y que estén probados, los perjuicios morales de conformidad con los parámetros jurisprudenciales de la Sala y, por último, el daño a la salud por la afectación de este derecho constitucional. 

Lo anterior, refuerza aún más la necesidad de readoptar la noción de daño a la salud, fisiológico o biológico, como lo hace ahora la Sala, pero con su contenido y alcance primigenio, esto es, referido a la afectación o limitación a la integridad psicofísica de la persona, como quiera que al haberlo subsumido en unas categorías o denominaciones que sirven para identificar perjuicios autónomos y que han sido reconocidos en diferentes latitudes, como por ejemplo la alteración a las condiciones de existencia (v.gr. Francia), se modificó su propósito que era delimitar un daño común (lesión a la integridad corporal) que pudiera ser tasado, en mayor o menor medida, a partir de parámetros objetivos y equitativos, con apego irrestricto a los principios constitucionales de dignidad humana e igualdad
. 

En otros términos, un daño a la salud desplaza por completo a las demás categorías de daño inmaterial como lo son la alteración grave a las condiciones de existencia -antes denominado daño a la vida de relación– precisamente porque cuando la lesión antijurídica tiene su génesis en una afectación negativa del estado de salud, los únicos perjuicios inmateriales que hay lugar a reconocer son el daño moral y el daño a la salud. 

“Desde esa panorámica, los daños a la vida de relación o a la alteración de las condiciones de existencia, no podrán servir de instrumento para obtener la reparación del daño a la salud, es decir, son improcedentes para reparar las lesiones a la integridad psicofísica puesto que parten de confrontar, o mejor de un parangón entre la esfera individual y la externa o social; el primero en la carga relacional del sujeto (relaciones sociales) lo que llevó a que fuera considerado en Italia como un daño subjetivo, inequitativo e desigualitario –dado que una persona puede tener una vida social o relacional más activa que otra, sin que eso suponga que deba indemnizarse diferente el daño–, y el segundo, por referirse a una alteración grave y significativa del proyecto de vida, es decir, a los planes y objetivos de la persona hacia el futuro. 

“(…). 

“En consecuencia, se adopta el concepto de daño a la salud, como perjuicio inmaterial diferente al moral que puede ser solicitado y decretado en los casos en que el daño provenga de una lesión corporal, puesto que el mismo no está encaminado al restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la compensación por la aflicción o el padecimiento que se genera con aquél, sino que está dirigido a resarcir económicamente –como quiera que empíricamente es imposible– una lesión o alteración a la unidad corporal de la persona, esto es, la afectación del derecho a la salud del individuo” (negrillas del texto original). 

Así mismo, la Sala en sentencia del 28 de marzo de 2012, expediente: 22.163
, determinó, de acuerdo con el principio del arbitrio iuris, los parámetros de liquidación y valoración del daño a la salud, en cuanto a su contenidos objetivo (estático) y subjetivo (dinámico); en la providencia se estableció: 

“El arbitrio iuris siempre será necesario en cualquier ordenamiento jurídico puesto que el legislador no puede contemplar todas y cada una de las hipótesis y variables que se pueden presentar en el proceso judicial, razón por la cual queda un margen de maniobra a cargo del operador judicial que, lejos de ser catalogado como arbitrariedad, constituye un campo de discreción racional en el que con fundamento en las reglas de la experiencia y la sana crítica traza derroteros para colmar esas lagunas o vacíos que están contenidos en la ley.

De allí que sí existen criterios de valoración del daño a la salud, de manera concreta, de la siguiente forma:

1. El ámbito o espectro objetivo o estático del daño a la salud se determinará a través del arbitrio iuris, para lo cual se tendrá en cuenta la edad de la víctima y la gravedad de la lesión, lo cual permitirá emplear la regla de tres, al tener en cuenta que a la mayor incapacidad corresponde un valor máximo de cuatrocientos salarios mínimos mensuales vigentes, como lo ha hecho la jurisprudencia de tiempo atrás. 

2. En cuanto al contenido dinámico del daño a la salud, esto es, las particularidades o especificidades que ese perjuicio significa para cada víctima en particular (v.gr. no es lo mismo la pérdida de una mano para alguien que tiene como “hobbie” ir a cine, frente a alguien cuyo esparcimiento lo obtiene de tocar el piano o pintar cuadros). En este tipo de eventos, en los que la persona logre acreditar unas consecuencias particulares que harían más gravosa su condición al resultar afectado en su integridad psicofísica, el juez podrá incrementar, con base en el arbitrio iuris, la indemnización correspondiente al factor objetivo del daño a la salud. No obstante, se itera, en principio no se podrá reconocer una suma superior a 400 SMMLV, pues este es el tope –sumado el ámbito estático y dinámico– del daño a la salud.

Por consiguiente, el daño a la salud reviste una connotación bifronte, una estática u objetiva que garantiza la máxima “a igual afectación a la integridad psicofísica debe corresponder una idéntica o similar compensación del perjuicio”, y una perspectiva dinámica o subjetiva –que permite hacer realidad la igualdad material– debido a que en este componente se permite que el juez eleve en un preciso porcentaje la reparación por cuenta de las condiciones particulares de la víctima.

No se trata de reparar la vida relacional o social de quien sufre el daño (en el espectro dinámico), sino de reconocer un porcentaje adicional debido a situaciones particulares que hacen que para ese sujeto específico la afectación correspondiente sea más grave”.

Conforme a lo anterior, debe señalarse que en los casos en que las lesiones revisten mayor gravedad, esto es una incapacidad del 100%, se ha concedido por daño a la salud el equivalente a 400 salarios mínimos mensuales vigentes. 

Ahora bien, para el caso sub examine, si bien no se cuenta con el porcentaje exacto de la pérdida de capacidad laboral del señor Jesús Antonio Soto Zapata, lo cierto es que teniendo en cuenta las lesiones sufridas y su repercusión en sus actividades diarias, dado que sufrió múltiples heridas en hipocondrio derecho, que le dejó como secuelas una lesión hepática y cicatrices en el abdomen y las  piernas, como lo puso de presente en su declaración ante el Tribunal  a quo la señora Yaneted Cuesta Espinoza
, la Sala considera razonable imponer al Estado la obligación de reparar el daño antijurídico que causó, aun cuando resulta altamente improbable ─por no decir que materialmente imposible─ recaudar elementos demostrativos que permitan cuantificar de forma técnica, con apoyo en elementos matemáticos y/o estadísticos, el monto del perjuicio a indemnizar. 

Establecido lo anterior, procede la Sala, como ya se señaló, a reconocer la suma de 70 SMLMV para el señor Jesús Antonio Soto Zapata.
11.3 PERJUICIOS MATERIALES:  
Toda vez que en la demanda no se solicitó reconocimiento alguno por concepto de daño emergente, la Sala se ocupará exclusivamente de analizar, de acuerdo con los elementos probatorios allegados al proceso, el reconocimiento y monto de la indemnización de perjuicios correspondientes al rubro de lucro cesante a favor de Jesús Antonio Soto Zapata.

De conformidad con el material probatorio obrante en el expediente, no es posible establecer que el señor Jesús Antonio Soto Zapata, como consecuencia de la lesión ocasionada por el enfrentamiento armado hubiese sufrido pérdida de su capacidad laboral, pues en el proceso no se acreditó tal situación, dado que brilla por su ausencia, dictamen pericial elaborado por especialistas en la materia y en el cual se hubiere determinado cuánto fue el porcentaje de esa disminución de la capacidad laboral, así como que tampoco obra documento alguno en el que conste que a la víctima del daño se le hubiere decretado alguna incapacidad y el tiempo de duración de la misma, razón por la cual en el caso sub examine no se acreditó la causación del perjuicio material solicitado en el libelo introductorio, por lo que no es posible despachar favorablemente las súplicas de la demanda en este aspecto.

Así discurrió la Sección Tercera de esta Corporación en un caso similar al que ahora se debate, en aquella oportunidad sostuvo
:

“…La falta de claridad y de fundamentación del dictamen rendido por el Ministerio de Trabajo impide tener claridad acerca de la ocurrencia de los daños por cuya indemnización se demanda, pues no existen en el proceso elemento de prueba médico-científico que pueda ser analizados válidamente distinto a la valoración del Instituto de Medicinal Legal, el cual indica que Carlos Augusto Villegas Vera tiene una capacidad normal de trabajo, frente a lo cual resulta necesario precisar que el Juez no puede establecer directamente el grado de incapacidad laboral de los lesionados, pues ese concepto requiere de conocimientos específicos, de manera que su cuantificación debe ser realizada por el organismo y por personal especializados. Precisa la Sala que la estimación que el Instituto de Medicina Legal realiza acerca de una posible invalidez laboral equivalente al 10% no constituye plena prueba sobre esa minusvalía, pues el mismo se presentó simplemente como una hipótesis, por manera que el mismo resulta dudoso e incierto para acreditar un perjuicio que debe ser muy concreto. Así las cosas y ante la falta de los medios de prueba conducentes para establecer la causación del daño antijurídico concretado en los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante y derivadas de la disminución de la capacidad laboral del lesionado, la Sala confirmará la sentencia de primera instancia en cuanto negó las súplicas de la demanda en relación con este aspecto …”. (Negrillas y subrayas de la Sala).
12.- CONDENA EN COSTAS.

Comoquiera que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, debido a que ninguna procedió de esa forma en el sub lite, no habrá lugar a su imposición.  

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 26 de octubre de 2011 por la Sala Cuarta de Descongestión del Tribunal Administrativo de Antioquia y, en su lugar,

SEGUNDO: DECLARAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA  NACIONAL administrativa y patrimonialmente responsable por los perjuicios causados a la parte demandante con ocasión de los hechos ocurridos el 25 de marzo de 2000, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.   

TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, a pagar las siguientes sumas:

· MUERTE DE NURIA DEL CARMEN CAICEDO PALACIO
-. Por concepto de indemnización de perjuicios morales:

	Jorge Irobo Asprilla (Compañero permanente)
	100 SMMLV

	Lesty Yuranis Irobo Caicedo (hija) 
	100 SMMLV

	Leisy Janeth Irobo Caicedo (hija)
	100 SMMLV

	Si​mona Palacio (madre) 
	100 SMMLV

	 Casildo Caicedo (padre)
	100 SMMLV

	Yirlean Caicedo Palacio (hermana) 
	50 SMMLV


-. Por concepto de indemnización de perjuicios materiales

Para Lesty Yuranis Irobo Caicedo, la suma de cuarenta y cinco millones doscientos seis mil setecientos sesenta y ocho pesos con setenta y un centavos ($ 45’206.768,71).

Para Leisy Janeth Irobo Caicedo, la suma de cuarenta y cinco millones doscientos seis mil setecientos sesenta y ocho pesos con setenta y un centavos ($ 45’206.768,71).

· MUERTE DE LEIDY JOHANA IROBO CAICEDO
-. Por concepto de indemnización de perjuicios morales. 

	Jorge Irobo Asprilla (padre)
	100 SMMLV

	Lesty Yuranis Irobo Caicedo (hermana) 
	50 SMMLV

	Leisy Janeth Irobo Caicedo (hermana)
	50 SMMLV

	Si​mona Palacio (abuela) 
	50 SMMLV

	 Casildo Caicedo (abuelo)
	50 SMMLV


· MUERTE DE JAIR MARTÍNEZ CAICEDO
 -. Por concepto de indemnización de perjuicios morales:

	Jorge Irobo Asprilla (padre)
	100 SMMLV

	Lesty Yuranis Irobo Caicedo (hermana) 
	50 SMMLV

	Leisy  Janeth Irobo Caicedo (hermana) 
	50 SMMLV

	Si​mona Palacio (abuela) 
	50 SMMLV

	 Casildo Caicedo (abuelo)
	50 SMMLV


· MUERTE DE CARLOS MARIO PALACIO VALDERRAMA
-. Por concepto de indemnización de perjuicios morales:

	Laura Marcela Palacio Alzate (hija)
	100 SMMLV

	Yenny Gerlaine Alzate Pérez (compañera permanente) 
	100 SMMLV


-. Por concepto de indemnización de perjuicios materiales

Para Laura Marcela Palacio Alzate, la suma de ochenta y seis millones quinientos diecisiete mil novecientos cincuenta y cinco pesos con diecisiete centavos ($ 86’517.955,17)

· MUERTE DE EDUARDO PALOMEQUE PEREA.
-. Por concepto de indemnización de perjuicios morales:

	Jovita Perea Guardia (madre)
	100 SMMLV

	Milena Rentería Perea (hermana) 
	50 SMMLV

	Regina Rentería Perea (hermana)
	50 SMMLV

	Eugenia Rentería Perea (hermana)
	50 SMMLV

	Ernesto Rojas Perea (hermano)
	50 SMMLV

	Cesarea Moreno Perea (hermana)
	50 SMMLV


· LESIONES DE JESÚS ANTONIO SOTO ZAPATA
-. Por concepto de indemnización de perjuicios morales, una suma equivalente a 70 salarios mínimos legales mensuales vigentes, a la fecha de ejecutoria de la presente providencia. 

-. Por concepto de indemnización por daño a la Salud, una suma equivalente a 70 salarios mínimos legales mensuales vigentes, a la fecha de ejecutoria de la presente providencia. 

CUARTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  
QUINTO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código  de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.
SEXTO: Las condenas se cumplirán en los términos de los Arts. 176 a 178 del C.C.A.
SEPTIMO: Sin costas  (Art. 55 de la ley 446 de 1998.).

OCTAVO: Una vez en firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 

COPIESE, NOTIFIQUESE, CUMPLASE Y PUBLIQUESE

HERNAN ANDRADE RINCON    CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
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� “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. 





“El Estado y la sociedad garantizarán la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables”. 


� Folios 223 a 225 del  cuaderno principal.   


� Folios 229 a 230 del cuaderno principal.  


� Folio 25 del cuaderno de pruebas.


� “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. 





“El Estado y la sociedad garantizarán la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables”. 


� Folios 219 a 220 del  cuaderno principal.   


� Folios 221 a 223 del  cuaderno principal.   


� Dado que el resultado de actualizar a valor presente el salario mínimo legal vigente para el año 1999 ($263.460) arroja una cifra inferior a la del salario mínimo legal vigente para 2015 ($644.350), se tomará este último como base para calcular la renta actualizada. 





� Folio 309 del cuaderno principal.


� Folio 59 del cuaderno de principal.


� Folio 62 del cuaderno de principal.


� Folio 63 del cuaderno de principal.


� Folio 60 del cuaderno de principal.


� Folio 61 del cuaderno de principal.


� “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. 





“El Estado y la sociedad garantizarán la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables”. 


� Folios 227 a 229 del cuaderno de principal.


� Ambas con ponencia del Consejero, Doctor Enrique Gil Botero.


� “El daño subjetivo o daño a la persona es aquél cuyos efectos recaen en el ser humano, considerado en sí mismo, en cuanto sujeto de derecho, desde la concepción hasta el final de la vida. Por la complejidad del ser humano, los daños pueden efectuar alguna o algunas de sus múltiples manifestaciones o “maneras de ser””. FERNÁNDEZ SESSAREGO, Carlos “El daño a la persona”, Revista de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, pág. 71 y s.s. 


� Magistrado Ponente, Dr. Enrique Gil Botero. 


� Folios 231 a 232 del cuaderno principal.


� Sentencia del 8 de junio de 2008, exp. 15.911. M.P. Dr. Mauricio Fajardo Gómez. 





